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Mar del Plata, 4 y 5 de noviembre del 2005

Crear Trabajo para Enfrentar la Pobreza y Fortalecer la Gobernabilidad Democrática

1. Nosotros, los Jefes de Estado y de Gobierno de las Américas elegidos democráticamente, reunidos en la ciudad de Mar del Plata en ocasión de nuestra Cuarta Cumbre, reafirmamos nuestro compromiso de combatir la desigualdad, la pobreza, el hambre y la exclusión a fin de elevar el nivel de vida de nuestros pueblos y reforzar la gobernabilidad democrática en las Américas. Consideramos fundamental para alcanzar esos objetivos la generación de condiciones para promover y facilitar la creación de trabajo decente. Por ello, otorgamos al trabajo como derecho humano un lugar central en la agenda hemisférica, vinculándolo con la dignidad humana, el crecimiento económico, la inversión, la actividad empresarial y los principios de libertad, justicia, seguridad, protección social y no discriminación por género y raza, habida cuenta de su carácter de instrumento de cohesión e inclusión social y de su importante contribución a la promoción del desarrollo social. Acordamos aprobar el Plan de Acción anexo, comprometiendo nuestro esfuerzo para ponerlo en práctica.

2. Reafirmamos nuestro firme y decidida voluntad de continuar impulsando los mandatos y compromisos asumidos en las Cumbres de las Américas; la Cumbre Mundial de Desarrollo Social; la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Sustentable; la Cumbre del Milenio y la Cumbre 2005 de la ONU y la Conferencia Internacional sobre la Financiación del Desarrollo (Consenso de Monterrey) como condición fundamental para el desarrollo sostenible de nuestros países. Tomando como base la Declaración de la OIT sobre los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo cuya validez para la promoción y el fortalecimiento ha sido reconocida  en la Carta Democrática Interamericana, impulsaremos el bienestar social, una distribución más equitativa de los beneficios del crecimiento económico, la generación de nuevas oportunidades de empleo y la promoción del trabajo decente, la eliminación del hambre y la mejora de la seguridad alimentaria y un aumento en los niveles de vida del hemisferio. 

3. Reconocemos que el logro de un crecimiento económico sostenible y la creación de trabajo productivo y de calidad resultan de diversos factores, en particular, de una población saludable, educada, capacitada e informada. Por esta razón, nos comprometemos a satisfacer las necesidades humanas básicas de todos los ciudadanos sin excepción, teniendo especialmente en cuenta la sustentabilidad ambiental. Reconocemos el impacto que la pobreza, la desigualdad del género y la negación de las necesidades básicas tienen sobre la salud y la productividad.

4. Nos comprometemos a redoblar nuestros esfuerzos para mejorar la gobernabilidad y combatir la corrupción, invertir en nuestros pueblos a través de la salud y educación, y promover la libertad económica, para brindar a nuestros ciudadanos la oportunidad de mejorar la calidad de vida y la seguridad en el hemisferio. 

5. Promoveremos la prosperidad económica manteniendo la comunidad democrática de estados comprometidos con la paz y con el tratamiento de las amenazas y preocupaciones y otros desafíos del siglo XXI. Reconocemos que la consolidación de la paz y seguridad en el hemisferio contribuye directamente a la prosperidad de nuestros ciudadanos. El fortalecimiento de la cooperación entre nuestros Estados en la lucha contra las amenazas del terrorismo, la proliferación,    el tráfico de personas y narcóticos es indispensable.

6. Consideramos fundamental fortalecer el diálogo social a nivel local, nacional, regional y hemisférico, como un instrumento importante para la participación de la sociedad en la construcción de un proceso de desarrollo con inclusión y justicia social, para la elaboración de estrategias tendientes a la consolidación de la vida democrática en el ámbito productivo y como un factor central en el mantenimiento de la paz laboral.

7. Fortaleceremos la colaboración con la sociedad civil e interlocutores del sector privado, incluyendo los pequeños y medianos empresarios, para actuar mancomunadamente en el debate y elaboración de estrategias tendientes a la creación de empleos. 

8. Creemos que en gran medida las democracias para asegurar su permanencia deben tener mayor capacidad para generar empleos productivos y de calidad. La aspiración de contar con trabajo decente y oportunidades de empleo es la principal y más generalizada demanda de las democracias americanas; mientras no sea atendida adecuadamente, el sistema democrático, la paz social y el progreso económico estarán bajo constante presión. La gran tarea de nuestras sociedades para combatir la pobreza y la exclusión social es la promoción de políticas en torno a la generación de más y mejores empleos, los cuales constituyen aspectos fundamentales para la cohesión social, la prosperidad y la gobernabiliad democrática. 

9. Reconocemos que sólo los países que alcanzaron un sostenido crecimiento económico fueron exitosos en reducir drásticamente la pobreza. El crecimiento económico es una condición básica, indispensable y necesaria pero no suficiente para enfrentar las elevadas tasas de desocupación y el crecimiento de la economía informal. Durante el pasado reciente muchos de los países del hemisferio vivieron períodos de alto crecimiento, con bajas tasas de generación de empleo, que agravaron la alta concentración del ingreso y provocaron un significativo aumento en los índices de pobreza e indigencia. 

10.  Los indicadores de vulnerabilidad humana en América Latina y el Caribe están entre los más altos del mundo. A pesar de los esfuerzos realizados por los países de América Latina y del Caribe y de los éxitos ya logrados con la puesta en práctica de políticas económicas y fiscales responsables, más de 50 millones de personas aún viven con menos de 1 dólar por día.

11. Nos esforzaremos en la consolidación de sociedades con oportunidades laborales para todos. Reconocemos que los problemas vinculados con la desigualdad y la pobreza no pueden resolverse únicamente por medio de políticas sociales de carácter asistencial. Si bien los planes y programas de asistencia constituyen muchas veces un recurso necesario de nuestras estrategias económicas, debemos buscar soluciones que eviten la consolidación de sociedades divididas entre quienes tienen trabajo y quienes son asistidos. Reconocemos la importancia de encarar políticas nacionales sostenibles de protección social y programas específicos para enfrentar los desafios asociados a la desigualdad y la pobreza, en particular la pobreza extrema. 

12. Decididos a consolidar la democracia y promover la cohesión e inclusión social, asumimos el compromiso de instaurar las condiciones propicias para la generación de trabajo decente en sus dimensiones esenciales y complementarias: normativa, económica, de protección y el diálogo social. 

13. Nos comprometemos a implementar políticas activas que generen de forma sostenible condiciones de empleo de calidad y que propicien el aumento de la productividad y el desarrollo de los negocios y la inversión productiva, que tengan como objetivo prioritario la generación de trabajo decente, especialmente en el respeto de los derechos fundamentales del trabajo, el refuerzo de la protección social y la salud y la seguridad en el trabajo, el fomento del diálogo social, en el marco de un nuevo paradigma que dote a las políticas económicas y a la globalización de un fuerte contenido ético y humano poniendo a la persona en el centro del trabajo, la empresa y la economía.

14.  Nos comprometemos con la instrumentación de políticas de Estado que promuevan la creación de más y mejor empleo y la incorporación del sector informal a la economía formal, viabilizadas por una administración fiscal prudente y potenciada por la cooperación internacional, que apunten a la generación de trabajo decente. El derecho y el acceso al trabajo que dignifique al ser humano son el punto de partida para una globalización socialmente justa.

15. Párrafo sobre negociaciones en el ALCA

(16. Párrafo sobre Reunión Ministerial de Desarrollo Sostenible (18 y 19 octubre, en Santa Cruz, Bolivia))

17. Párrafo sobre la Reunión Interamericana de Ministros de Trabajo. (26 y 27 de septiembre 2005)

18. Párrafo de la Reunión ministerial del Western Hemisphere Transportation Initiative (WHTI) (25 y 26 agosto en Guaruyá, Brasil)

19. Párrafo sobre la Reunión de Ministros de Salud y Medio Ambiente de las Américas (16 y 17 de junio, Mar del Plata)

20. Párrafo sobre la III Reunión Ministerial de Agricultura y Vida Rural en las Américas (30 y 31 de agosto en Guayaquil).

21. Con el fin de crear más y mejor empleo instrumentaremos políticas de Estado, basadas en el trabajo decente, dirigidas a generar empleos de calidad, promoviendo, según el ordenamiento jurídico de cada país, el mejoramiento de las condiciones de protección social, creando las condiciones para una más justa distribución del ingreso y la libertad sindical. 

22. En adición a la generación de más y mejores oportunidades de empleo, reconocemos el papel esencial de la inversión en educación, en el desarrollo de la capacitación, de la infraestructura económica y social para que nuestros trabajadores puedan aprovechar plenamente el surgimiento de nuevas oportunidades laborales. Asimismo, reconocemos la importancia de integrar las políticas macroeconómicas, microeconómicas, comerciales, productivas, ambientales, de infraestructura, laborales y sociales, migratorias, educativas y de previsión social centradas en objetivos de empleo de calidad y aumentar la productividad, así como la de promover el desarrollo de la capacidad humana. Asimismo, nos comprometemos a crear mayores oportunidades para nuestros pueblos en los sectores de educación, seguridad, servicios de salud, vivienda y desarrollo social, protección del medioambiente, recursos energéticos seguros, infraestructura y a reforzar las políticas de desarrollo territorial y el fortalecimiento de la gestión local, respetando los derechos de los trabajadores y los principios y derechos fundamentales en el trabajo, e impulsando programas de protección social e ingreso equitativo. En ese sentido, buscaremos apoyar iniciativas de economía solidaria y social.

23. Impulsaremos políticas industriales y de competitividad que fortalezcan los  mercados, eviten prácticas desleales de comercio, faciliten los vínculos comerciales productivos y la integración regional, desarrollen redes o tramas productivas cuya expansión, densificación y mayor competitividad, contribuyan al crecimiento de la inversión privada y del empleo. Aplicaremos programas específicos para la inserción de las micro, pequeñas y medianas empresas, de modo de proveerles servicios de formación, capacitación y asistencia técnica, micro-crédito, intermediación laboral y transferencia tecnológica con énfasis en la productividad, calidad e innovación. Esos programas deberán favorecer el desarrollo de capacidades empresariales y competencias técnicas, la integración y armonización de los sistemas de capacitación, la calificación para la obtención de crédito, el acceso al mercado financiero, el aprovechamiento de las tecnologías de información y comunicaciones, la simplificación administrativa y la participación de las pequeñas y medianas empresas en los mercados competitivos internos y en el comercio internacional. 

24. Las micro, pequeñas y medianas empresas constituyen una fuerza estratégica en el propósito de generar más empleo, una estructura productiva y ocupacional más equilibrada, y un desarrollo económico inclusivo y sostenible. Reconocemos la importancia del desarrollo de políticas explícitas de promoción de esas empresas para mejorar la competitividad y aumentar el tejido empresarial formal. Los programas orientados a mejorar el acceso al mercado de servicios, también pondrán especial empeño en promover la asociatividad horizontal y vertical de estas empresas, como un mecanismo para mejorar su acceso al mercado laboral y el desarrollo de una cultura de emprendedores en toda la sociedad.

25. Nos comprometemos a apoyar a las empresas para que desarrollen e implementen políticas orientadas a proteger la salud y seguridad de los trabajadores formales e informales, pagos y no pagos,  sin distinciones de género, raza, religión, opinión política o condición socioeconómica.

26. El crecimiento con equidad requiere también de la capacidad para invertir en infraestructura y en programas sociales de los que dependen la formación de capital humano y la habilitación para el ejercicio de la ciudadanía. Estos objetivos demandan mayores volúmenes de intercambio comercial, ayuda oficial al desarrollo, transferencias, flujos financieros e inversiones directas. Apoyamos en el contexto de la cooperación internacional la continuación de la búsqueda y puesta en marcha de mecanismos financieros innovadores que, en consonancia con las políticas fiscales nacionales, puedan efectivamente contribuir al aumento de la capacidad de realizar nuevas obras públicas. 

27. La capacidad de los gobiernos democráticos para dar respuesta a los legítimos reclamos de generación de empleo por parte de la sociedad, se ve condicionada por las medidas proteccionistas que limitan el intercambio comercial, entre otros en el sector agrícola, el excesivo peso del endeudamiento externo, los flujos de inversión extranjera insuficientes, el actual diseño de la arquitectura financiera internacional y el papel de los organismos multilaterales de crédito. 

28. Mantenemos nuestro compromiso con la Ronda de Doha para el Desarrollo de la OMC, a fin de lograr mayor acceso a los mercados para nuestras exportaciones, la eliminación de los subsidios a la exportación de productos agrícolas en todas sus formas y una reducción sustancial con vistas a su eliminación de las medidas de ayuda interna a la producción agropecuaria. Seguimos comprometidos en lograr un progreso sustantivo en todos los elementos de las negociaciones de Doha de forma de expandir nuestro comercio, nuestro crecimiento potencial y las posibilidades de generar más y mejores empleos con remuneraciones mayores.

29. Reconocemos la contribución positiva de los sistemas de protección al desempleo para aliviar el padecimiento económico de los individuos y limitar la necesidad de los trabajadores de recurrir a la economía informal. Examinaremos las formas de protección al desempleo más apropiadas para nuestras respectivas economías, que tengan como finalidad la reinserción en el mercado laboral. 

30. El mejoramiento de la calidad de la educación es un eje central para fortalecer nuestras democracias y para dotar a los trabajadores de las herramientas y el conocimiento requerido por el mercado laboral. Para competir en el contexto de la economía globalizada  y lograr un crecimiento económico sostenido es necesario potenciar el capital humano. Esto requiere el acceso a la educación básica de calidad como base del conocimiento durante toda la vida laboral de los individuos, y asociaciones efectivas entre el Gobierno, los proveedores de educación y capacitación y el sector privado. El gasto en educación pública debe ser inclusivo, abarcando las necesidades de poblaciones marginales empobrecidas, a fin de evitar el riesgo de perpetuar la fragmentación política y económica que conduce a la inestabilidad social. Trabajaremos para asegurar que la educación pública en el nivel primario genere oportunidades para que todos los niños puedan continuar exitosamente su educación, en los niveles secundario y terciario. Seremos responsables de velar por el correcto desempeño de nuestros sistemas educativos mediante la evaluación frecuente.

31. Reconocemos la importancia de contar con sistemas educativos y de formación profesional eficientes, que permitan formar sociedades con mayor nivel educativo, así como fuerzas laborales mejor capacitadas para su empleabilidad y para responder a los retos de la competitividad. 

32. Implementaremos sistemas y servicios de formación profesional eficientes  y de calidad, articulados con las políticas económicas, educativas y de empleo, mediante un incremento de la inversión en formación profesional y en capacitación –tanto del sector público como del sector privado- con el objeto de impulsar la productividad de las empresas y la empleabilidad de las personas.

33. Reduciremos sustancialmente la discriminación de género y raza en el trabajo, promoviendo la igualdad de oportunidades con el fin de disminuir las disparidades existentes entre hombres y mujeres en el mundo del trabajo, a través de un enfoque integrado que incorpore la dignidad de las personas y la perspectiva de género y raza en las políticas de empleo. La ampliación de las oportunidades de empleo para todos debe tener una atención especial para los grupos vulnerables, como los pueblos indígenas, las minorías, las personas con discapacidades, los jóvenes y la tercera edad, así como las desigualdades en el trabajo y en la remuneración por razones de origen social, raza, género, edad o cualquier otro tipo de discriminación. Reafirmamos nuestro compromiso de trabajar estrechamente con los pueblos indígenas para encarar sus necesidades en materia de creación del trabajo y desarrollo de capacidades.

34. Reconocemos la importancia de facilitar la incorporación al mercado laboral y el empleo de los jóvenes, ampliando la cobertura y mejorando la calidad de los servicios de información y orientación laboral. Nos comprometemos a adoptar medidas para promover el trabajo decente para la juventud, a poner en práctica sistemas educativos para los niños y jóvenes que les procuren empleos y calidad de vida dignos y a promover su participación en el desarrollo de las  políticas de empleo.

35. Nos comprometemos a proteger a los niños de la explotación económica y de la realización de tareas que puedan resultar peligrosas, que interfieran con su educación o sean nocivas para su salud o su desarrollo físico. Asimismo aplicaremos medidas inmediatas y efectivas para prevenir, erradicar y eliminar el trabajo infantil. Como prioridad adecuaremos las leyes nacionales, las regulaciones y las políticas de conformidad con las normas de la OIT. Nos esforzaremos en mejorar el acceso y calidad de la educación básica de todos los niños, reconociendo que la provisión de oportunidades educativas es una inversión a futuro para nuestras economías.

36. Reafirmamos nuestro compromiso con la protección de los derechos laborales de todos los trabajadores, sin importar su condición migratoria dentro del marco  legal de cada país y conforme los principios universales que protegen a la persona humana.

37. Tomamos nota de la opinión consultiva del 17 de septiembre del 2003 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto de la “Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados”. Recalcamos la importancia fundamental del principio de igualdad y no discriminación en el trabajo, lo que acarrea obligaciones de protección hacia los trabajadores en general y en particular hacia los grupos vulnerables. El derecho al debido proceso legal debe ser reconocido a todo migrante, independientemente de su status migratorio. La calidad migratoria de una persona no puede constituir una justificación para privarla del goce y ejercicio de sus derechos humanos, entre ellos los de carácter laboral.

38.  Instamos a posicionar en la agenda internacional el tema del respeto de los derechos de los migrantes, a participar en las diferentes iniciativas regionales e internacionales existentes en donde se trate  dicho tema, así como exhortamos a aquellos Estados que todavía no han ratificado la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos Humanos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familias a que lo hagan cuanto antes. Instamos a incrementar la cooperación internacional en la reducción de los costos de las transferencias de las remesas; la creación de programas temporales de carácter bilateral de trabajadores migrantes, con el fin de reducir la explotación laboral y la migración irregular; el combate al tráfico ilícito de migrantes y la trata de personas; y el retorno digno, ordenado y seguro de los migrantes.

39. En un marco de desarrollo sostenible e inclusivo construiremos un fuerte marco institucional adecuado para la generación de empleos, en un ambiente favorable de negocios e inversión, que incluya:

a) Un marco legal transparente que brinde seguridad jurídica, fundamental para atraer inversiones y generar empleos de calidad con la aplicación de derechos laborales, para lo cual continuaremos con los procesos de descentralización y modernización del Estado para lograr un Estado eficaz para hacer cumplir la ley; instituciones judiciales independientes, imparciales y accesibles; una eficiente cooperación mutua en asistencia legal; acciones efectivas de combate contra la corrupción y la delincuencia organizada; instituciones nacionales eficaces que apliquen las leyes laborales y protecciones sociales; mercados laborales y de capitales eficientes; acceso a la educación de calidad; incremento de la transparencia de las políticas oficiales; sin corrupción y coherentes con el buen gobierno y eficiencia, accesibilidad y conectividad. Todas ellas deben ser transparentes, predecibles y responsables, controladas por autoridades democráticamente elegidas y coherentes con el buen gobierno democrático.

b) Un marco macroeconómico caracterizado por políticas económicas racionales, finanzas públicas sólidas, una administración fiscal transparente, y políticas monetarias enfocadas en la estabilidad de precios y el pleno empleo. Procuraremos aumentar la competitividad, mejorar el entorno de la inversión, elevar la productividad de las empresas y reducir los costos de transacción que limitan la competitividad y promoveremos la inversión extranjera directa. Fomentaremos mercados de capitales eficaces y líquidos y desarrollaremos productos financieros adecuados que ofrezcan acceso a las micro, pequeñas y medianas empresas. Impulsaremos políticas que estimulen el desarrollo de la ciencia y la tecnología; un sistema tributario equitativo que asegure los recursos necesarios para mantener la solvencia fiscal e incrementaremos la inversión pública en infraestructura.

c) En el mercado laboral reafirmamos el respeto de los derechos fundamentales enunciados en la Declaración de los Principios Fundamentales del Trabajo; y adoptaremos e implementaremos legislación y políticas con esa finalidad. Desarrollaremos y pondremos en vigencia políticas que apliquen efectivamente esos derechos fundamentales. Nos comprometemos a reforzar el cumplimiento de esas leyes. Desarrollaremos e implementaremos programas que ayuden a que los mercados laborales funcionen de forma eficiente y transparente, y que prepare a los trabajadores para responder a las oportunidades creadas por el crecimiento económico y las nuevas tecnologías. Consideraremos reformas regulatorias con la finalidad de reducir el tamaño de la economía informal.

d) Otorgaremos especial consideración a las comunidades rurales y campesinas, en especial a desplazados retornantes y desarrollaremos la infraestructura económica, especialmente en lo relativo a la comunicación y acceso a los servicios modernos de energía y agua limplia, a fin de lograr mercados locales más dinámicos y competitivos para que puedan responder a las exigencias de una economía globalizada y superar los desafíos de financiamiento y de comercialización, así como el limitado acceso a la información sobre los mercados.

e) Nos comprometemos a promover y a hacer cumplir efectivamente leyes ambientales sólidas, a promover prácticas sustentables que aumenten la eficiencia empresarial y reduzcan los desechos industriales, creando mejores condiciones ambientales, y asegurando al mismo tiempo el crecimiento económico y el empleo.

f) La integración energética del hemisferio, basada en actividades transparentes y competitivas, contribuirá al desarrollo sustentable. Reconocemos que los servicios de energía confiables, eficientes, financiables y responsables desde el punto de vista ambiental, pueden fomentar las oportunidades económicas, incrementar la productividad y ayudar a reducir la pobreza. El acceso a la energía permite a las comunidades la provisión de mejores servicios educativos, de salud, empleos locales y acceso a los mercados nacionales e internacionales. Al mismo tiempo, ponemos particular énfasis en el importante papel que tiene la eficiencia en la utilización de la energía y el uso de tecnologías renovables en la satisfacción de nuestras necesidades energéticas.

40. Reconocemos que la legitimidad de las instituciones democráticas deriva de una promesa implícita de ayudar a que todos puedan alcanzar su potencial en la sociedad. Estamos comprometidos con el correcto funcionamiento de la democracia y con la provisión a nuestros pueblos de las herramientas y las oportunidades ampliadas para mejorar sus vidas y contribuir con el bien común. Acordamos que, en tanto partes de la comunidad de líderes democráticos somos responsables de la implementación de la Carta Democrática Interamericana. Estamos plenamente comprometidos con el gobierno democrático y con el respeto de los elementos esenciales de la democracia tal cual se definen en la Carta, y con la defensa y promoción de la democracia no sólo en nuestro hemisferio, sino también a escala global.

41. Sobre la base de nuestro compromiso con la Carta Democrática Interamericana, estamos comprometidos con el fortalecimiento de las instituciones básicas de Gobierno, con las comunidades locales y con el objetivo de lograr sistemas judiciales creibles y funcionales, estimulando una mayor participación de nuestros ciudadanos, desarrollando una administración pública bien entrenada en la elaboración de regulaciones apropiadas y con la aplicación efectiva de la ley. Sólo mediante la adopción de estas medidas específicas, nuestros gobiernos podrán hacer realidad la promesa de la democracia y distribuir sus beneficios a todos sus ciudadanos. 

42. Apoyaremos los trabajos de la OEA en la elaboración de la Carta Social de las Américas, cuyos principios y objetivos políticos estarán orientados hacia la formulación de acciones sustentadas en los derechos económicos, sociales y culturales en el continente americano, inspirados en la justicia, universalidad, solidaridad y corresponsabilidad de todos para lograr sociedades más equitativas e inclusivas. Con ese espíritu, recomendamos que se refuercen todas las acciones necesarias para lograr que la Carta Social de las Américas sea próximamente concluida y adoptada por la Organización de Estados Americanos.

43. Reconocemos que la promoción y protección universal de los derechos humanos -incluyendo los económicos, sociales y culturales- con base en los principios de universalidad, indivisibilidad e interdependencia, así como el respeto a las normas y principios del derecho humanitario, son fundamentales para el funcionamiento de las sociedades democráticas, y subrayando la importancia del respeto al Estado de Derecho, el acceso equitativo y efectivo a la justicia y la participación de todos los sectores de la sociedad en la toma de decisiones públicas.

44. La lucha contra la corrupción es uno de los pilares fundamentales para el fortalecimiento de la democracia y condición necesaria para el crecimiento económico. Por ello hemos acordado fortalecer y acelerar las rondas de evaluación del mecanismo de seguimiento de la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, dando satisfacción a las demandas de nuestros ciudadanos. Reafirmamos la necesidad de fortalecer el rol de supervisión de los legisladores y de alentar los intercambios interparlamentarios orientados a desarrollar estrategias anticorrupción nacionales e internacionales. 

45. Acordamos ampliar la participación política, mediante la eliminación de todas las formas de discriminación y la protección de los derechos indígenas, tal como se ve reflejado en nuestras negociaciones en el marco de la Declaración Americana de los Derechos de los Pueblos Indígenas. Para hacer frente al flagelo de la criminalidad, bajo la cual varios de nuestros ciudadanos viven, hemos acordado trabajar conjuntamente para modernizar nuestras agencias y sistemas judiciales de fortalecimiento de la ley, y procuramos crear una red cooperativa hemisférica encargada de desmantelar organizaciones criminales y de promover el estado de derecho. 

46. Promoveremos a nivel regional la articulación de un voluntariado solidario que colabore con los Gobiernos en programas de inclusión social destinados a aquellos sectores de la población que se encuentran excluidos del mercado laboral, proporcionándoles formación profesional o de reconversión de la mano de obra y todas aquellas acciones conducentes a facilitar su integración.

47. Más allá de los desafíos internos y característicos de cada país, nuestros propósitos de cooperación y seguridad hemisféricas reclaman no sólo la disminución de la desigualdad al interior de los países, sino también entre los países. En consecuencia, la Cumbre de las Américas abre una oportunidad para llegar a consensos hemisféricos sobre los temas trascendentes tanto a nivel interno como del entorno internacional que permitirán que nuestros países se beneficien de la globalización.

48. Los esfuerzos nacionales para generar trabajo decente y empleos de calidad deben ser apoyados por la cooperación y solidaridad internacional. En este contexto reforzaremos los mecanismos de cooperación hemisférica y las instituciones financieras internacionales, promoveremos un mayor involucramiento de la OEA y otras instituciones multilaterales, y procuraremos el completo y efectivo uso de las instituciones y los instrumentos para fomentar el desarrollo. También alentamos el desarrollo de mecanismos financieros innovadores por parte de las instituciones competentes, de modo de promover la igualdad interna y entre las naciones del hemisferio.

49. Con esta Declaración y el Plan de Acción anexo, los Jefes de Estado y de Gobierno del hemisferio reafirmamos el lugar central que otorgamos a la  creación  de trabajo, como forma de cumplir con nuestros compromisos de combatir la pobreza y reforzar la gobernabilidad democrática, como así también como actividad estructurante de la vida de hombres y mujeres, niños y jóvenes, como ámbito de interacción social, como medio para la participación en las realizaciones de la sociedad y fundamentalmente condición para promover la dignidad humana como objetivo primordial de nuestra acción gubernamental como países democráticos y, por lo tanto prioridad esencial para las Américas.
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